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Presentación

Durante el año 2015, el legislador modificó hasta en siete ocasiones nuestra 
centenaria Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Como es sabido, hasta la fecha se han elaborado ya diversas propuestas para 
sustituir nuestra vieja Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882, por un nuevo 
Código Procesal Penal acorde con las necesidades procesales derivadas de los 
tiempos actuales y las consecuentes nuevas formas de criminalidad. Sin embar-
go, como es asimismo sabido, la ley procesal penal, en la medida en que regu-
la el difícil equilibrio entre la eficacia de la investigación penal y las garantías 
de los investigados, no es —ni, seguramente, pueda ser— una ley ideológica-
mente neutra. Esta fuerte carga ideológica producto del debate entre los par-
tidarios de potenciar la seguridad y los defensores de alzaprimar las libertades 
individuales dificulta el necesario consenso en la regulación de una materia tan 
delicada. Se ha dicho, con razón, qué la ley procesal penal es en cierta medida 
el termómetro de la aplicación práctica del grado de democracia de un país. 

Durante los últimos años, el debate político en España no se ha caracterizado 
precisamente por la obtención de grandes consensos en los temas claves del 
país. Y la Ley de Enjuiciamiento Criminal no ha sido una excepción. Desde 
hace ya algunos años, las principales reformas y propuestas legislativas no 
han ocultado el sesgo del grupo o color político dominante en cada momen-
to. Esta incapacidad de nuestros políticos de poder consensuar los grandes 
temas que afectan a nuestra sociedad se ha traducido en un sinfín de nume-
rosas reformas parciales de la más que centenaria LECrim. Veinte años atrás, 
cuando la ley apenas había cumplido un siglo, el malogrado y recordado Pro-
fesor Serra Domínguez, con el tono crítico y provocativo que le caracterizaba, 
solía repetir con frecuencia que la mejor reforma posible de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal consistiría en empezar a aplicarla tal y como la concibió el 
legislador decimonónico.
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Hoy, ello no sería ya posible. Y no sólo por el avance de las tecnologías y, por 
ende, tanto de las nuevas formas de criminalidad como de los nuevos métodos 
de investigación, sino, especialmente, porque a la parcheada Ley de Enjuicia-
miento Criminal hoy ya no la reconocería ni el Ministro que la auspició.

Nos debatimos pues entre la imperiosa necesidad de obtener el consenso ne-
cesario para aprobar una ley de nuevo cuño y la asimismo imperiosa necesi-
dad de acometer urgentemente las reformas mínimas necesarias para, como 
mínimo, poder «ir tirando» mientras llega ese consenso que nadie parece bus-
car de verdad.

A ello se refieren los Preámbulos de las dos principales leyes reformadoras de 
2015 (en concreto, los de la Ley Orgánica 13/2015 y la Ley 41/2015), alertando 
expresamente de que las reformas acometidas no son si no una avanzadilla del 
futuro Código Procesal Penal:

«La propuesta de Código Procesal Penal presentada por la Comisión Institucional 
para la elaboración de un texto articulado de Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
constituida por Acuerdo del Consejo de Ministros de 2 de marzo de 2012, actual-
mente sometida a información pública y debate, plantea un cambio radical del 
sistema de justicia penal cuya implantación requiere un amplio consenso. En tanto 
dicho debate se mantiene, en la confianza de encontrar el máximo concierto posi-
ble sobre el nuevo modelo procesal penal, resulta preciso afrontar de inmediato 
ciertas cuestiones que no pueden aguardar a ser resueltas con la promulgación 
del nuevo texto normativo que sustituya a la más que centenaria Ley de Enjuicia-
miento Criminal».

Sin embargo, como suele suceder, las justificaciones de las exposiciones de 
motivos no siempre se corresponden con la realidad. Así, ni todas las reformas 
acometidas responden a esa pretendida urgencia inaplazable, ni todas las ur-
gencias inaplazables han sido convenientemente acometidas. A mayor abun-
damiento, a finales de la pasada legislatura, el legislador se vio afectado por 
una incontinente fiebre reformadora, en muchos casos falta tanto de criterio 
como de técnica legislativa.

La sensación de desánimo entre los operadores jurídicos es grande. El aluvión 
de sucesivas reformas sucedidas durante 2015 no ha dado tiempo a poder asi-
milarlas convenientemente. Y, al propio tiempo, rige esa sensación de provisio-
nalidad que no estimula el sosegado estudio que la materia requiere.

En este desolador contexto, los pasados 26 y 27 de noviembre de 2015, se ce-
lebraron en la Universidad de Barcelona unas Jornadas sobre la reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal que, por encargo de la Fundación Privada Ma-
nuel Serra Domínguez tuve el honor de dirigir. El hecho de que las jornadas 
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tuvieran como subtítulo Memorial Prof. Dr. Serra Domínguez facilitó, sin duda, 
una espléndida respuesta de la comunidad científica procesal. Las Jornadas 
reunieron así cerca de medio centenar de los más reconocidos expertos en 
materia procesal penal, desde Catedráticos y Profesores —no sólo de Derecho 
Procesal— de diversas universidades españolas, hasta Magistrados del Tribu-
nal Supremo, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencias Provinciales, Jueces 
de Instrucción y Fiscales, así como algunos de los abogados penalistas más 
reputados del foro. Al margen del magnífico cartel, las jornadas contaron asi-
mismo con la participación de una excelente fila cero que dio lugar a debates 
francamente enriquecedores.

El presente volumen recoge las principales aportaciones de los participantes 
en las jornadas en memoria del Profesor Serra Domínguez. Sin ser un estudio 
sistemático o exegético de las diferentes reformas de 2015, contiene nume-
rosas y muy valiosas reflexiones sobre todos los temas clave del reformado 
proceso penal. Atendiendo al explicado origen, no se han impuesto a los auto-
res unas rigurosas normas de estilo. Al contrario, se ha pretendido que cada 
autor pueda expresar libremente sus puntos de vista —originarios y en muchas 
ocasiones enriquecidos con los debates habidos durante las jornadas—, sin 
necesidad de encorsetarse estrictas normas editoriales.

Decía antes que el desolador panorama no invita precisamente al estudio, pero 
ínterin ese prometido nuevo Código Procesal Penal pueda llegar a ver algún 
día la luz, los juristas, teóricos y prácticos, no podemos desfallecer en el estu-
dio y reflexión de la, en algunos puntos caótica, normativa hoy vigente.

Esperemos que este volumen pueda contribuir a dicho objetivo. Para ello no 
me queda sino agradecer a todos los autores y participantes de las jornadas 
por sus atinadas reflexiones y a los Patronos de la Fundación Privada Manuel 
Serra Domínguez (Profs. Ramos Méndez, Prat Rubí y Pérez Daudí) por la con-
fianza depositada al encargarme la dirección de las jornadas y de este poste-
rior volumen recopilatorio.

Si alguna de las reflexiones contenidas en esta obra puede servir para facilitar 
la labor de cualquier operador jurídico y/o para ilustrar mínimamente al futuro 
legislador, el esfuerzo habrá sin duda merecido la pena.
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